CAUSA Nº 10346-M CCALP “MARTINEZ JOSE LUIS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSIÓN DECLARATIVA DE CERTEZA”

En la ciudad de La Plata, a los dos días del mes de Noviembre del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “MARTINEZ JOSE LUIS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSIÓN DECLARATIVA DE CERTEZA”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº1 del Departamento Judicial Trenque Lauquen (expte. Nº -4268-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis. El Tribunal resolvió plantear la siguiente

A N T E C E D E N T E S

1.- Contra la sentencia recaída en autos (fs. 133/146), se alza la parte demandada e interpone recurso de apelación.


2.- Encontrándose la causa en estado de revolver, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 153/160?. Al respecto, ¿qué pronunciamiento corresponde adoptar?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I.- El juez de primera instancia dicta sentencia por la que resuelve que las determinaciones de oficio de los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos realizadas de oficio respecto del actor, conforme los parámetros establecidos por la Resolución Normativa Nº 111/08, deben contener la totalidad de los datos y metodología utilizada para arribar al importe reclamado y practicarse sobre base cierta, con arreglo a lo señalado en el considerando 2.4 y lo establecido en la ley 23.548, art. 9, apart. “b”, inc. 1°, anteúltimo párr., es decir, sin la utilización de las presunciones contenidas en los arts. 39, 39 bis del Código Fiscal u otras similares, a fin de considerar la base imponible y las deducciones (conf. fs. 133/146).

Para así resolver, y en cuanto aquí interesa, efectúa el a quo distintas consideraciones:

a) Respecto al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, refiere que se prevé la posibilidad del pago de anticipos, cuya forma y modo pueden ser establecidos por la autoridad de aplicación (arts. 83, 182, 183 y cc, CF), tratándose de obligaciones fiscales de cumplimiento independiente y con individualidad distinta del impuesto final que se determine (conf. doct. de la CSJN que cita a fs. 138), pero sin que ello inhiba su conexidad o vinculación con las obligaciones fiscales propiamente dichas, con las que deben guardar debida relación y proporción, desde que se encuentran sometidos a las mismas limitaciones que el derecho fija para aquéllas (v.gr. principio de legalidad, razonabilidad, no confiscatoriedad, capacidad contributiva, debida fundamentación y motivación del acto administrativo en caso de su determinación de oficio, notificación al contribuyente, etc.; v., en este sent., lo expresado en el considerando 2°).

b) Al aludir al sistema anterior a la sanción de la ley 13.850, recuerda que establecía que el Impuesto sobre los Ingresos Brutos se determinaba mediante la presentación de DDJJ -anticipos y obligación anual- (arts. 183 y ss., CF).

Explica que dicha ley sustituyó el artículo 182 del Código Fiscal disponiendo que: "...el gravamen se ingresará mediante anticipos mensualmente liquidados por la autoridad de aplicación". Seguidamente, aborda la reglamentación instrumentada por la Resolución Normativa Nº 111/08 y su modificatoria, destacando que esa normativa no prevé la forma y modo del cálculo del anticipo o si éste se realizará sobre base cierta o presunta, en tanto sólo dispone qué datos pueden ser tomados para ello como parámetros. Agrega que, desde esa perspectiva, la reglamentación es lo suficientemente imprecisa como para que el contribuyente conozca el mecanismo mediante el cual se arriba al importe que la Administración determina de oficio. 

c) Concluye, luego, que las reformas efectuadas por la ley 13.850, en cuanto disponen que los anticipos del Impuesto sobre los Ingresos Brutos pueden ser liquidados por la autoridad de aplicación, no resultan contrarias a normas constitucionales. Señala, en relación a ello, que la falta de precisión de la Resolución Normativa Nº 111/08, implica una omisión reglamentaria que puede subsanarse al momento del dictado del acto determinativo, expresando en esa instancia la forma y modo de cálculo del anticipo. 

Puntualiza, en consecuencia, que en tanto la autoridad de aplicación de a conocer el modo de cálculo de la obligación al momento de su reclamo, no se vulneran los derechos del contribuyente.

Sostiene, por el contrario, que es la incorrecta aplicación de esas normas por parte de la autoridad administrativa, al no dar a conocer el procedimiento de cálculo del anticipo y/o al determinarlos mediante base presunta, lo que puede implicar una violación de los principios de defensa, seguridad jurídica y publicidad de los actos de gobierno; de la debida fundamentación del acto administrativo; y de los compromisos federales asumidos en la ley 23.548.

d) Finalmente, cabe apuntar, en cuanto interesa a la resolución del presente caso, lo considerado por el a quo en torno a la liquidación del anticipo 1/09, practicada por ARBA a través del sistema ARBANET y cuestionada en autos.

A propósito de ello, indica el iudex que se tomó como base de cálculo a las "percepciones", sin identificar al momento de su dictado a qué operaciones se refería, ni el proceso lógico mediante el cual se llegó al importe reclamado, imposibilitando de tal manera al contribuyente conocer y/o cuestionar la forma de cálculo del importe que se le reclama, violando su derecho de defensa.

Advierte al respecto que, recién con el informe presentado en la causa (v. fs. 123/124), se tuvo conocimiento del procedimiento que siguió la autoridad de aplicación para determinar dicho anticipo. En este discurrir, afirma que la Administración procedió a su cálculo utilizando el método presuntivo (arts. 37, 38, 39, 39 bis y concs., Cód. Fiscal), tomando como indicios datos de otros períodos fiscales aportados por terceros, que no se identifican. 

En estas condiciones, sobreviene el pronunciamiento que encuentra sustento en el principio de seguridad jurídica, cuyo detrimento considera el magistrado se produce ante situaciones como las de autos, en las que un ciudadano desconoce la forma y modo de cálculo de la obligación tributaria, que la autoridad de aplicación le exige cumplir.

II.- La Fiscalía de Estado apela la decisión, en cuanto resulta estimatoria de la pretensión actora, expresando los agravios que siguen (conf. fs. 153/160):

a) El a quo confunde la liquidación de los anticipos con la determinación de la materia imponible del tributo, distorsionando el sentido por el cual se ha instituido dicho sistema.  

Al respecto, sostiene la representación fiscal que anticipo e impuesto base constituyen obligaciones diferentes, con naturaleza y caracteres propios, e individualidad y cumplimiento independiente (conf. precedentes de la Corte Nacional que cita en sustento de su posición, v. fs. 155/156), sin que, por ello, sea correcto  afirmar -tal como esgrime el magistrado de grado- que ambas obligaciones participan de los mismos condicionamientos en orden a su formalización mediante el dictado de un acto administrativo debidamente motivado.  

Por el contrario, enfatiza la apelante que los anticipos de impuestos no constituyen determinaciones parciales de aquéllos, sino únicamente la liquidación provisoria y adelantada del monto que, en definitiva, deba abonarse en base a la determinación que debe realizar el propio contribuyente al finalizar el período fiscal (conf. art. 35, 182 y 183, Cód. Fiscal).

b) La decisión recurrida, al exigir que los anticipos se liquiden en base a la ley de procedimientos administrativos, desinterpreta su sentido y finalidad y distorsiona la naturaleza del impuesto, el que dejaría de ser anual y autodeclarado. 

Expresa, en este sentido, que las liquidaciones provisorias constituyen hechos de la administración, para cuya exteriorización no corresponde exigir las formalidades destinadas a la producción de actos administrativos. 

Añade a ello, que la interpretación efectuada por el iudex torna inoperante el sistema de anticipos, pues resulta impensable que mes a mes la autoridad de aplicación realice un procedimiento determinativo que culmine con el dictado de un acto administrativo, respecto de cada uno de los miles de contribuyentes que integran el padrón del Impuesto sobre los Ingresos Brutos.

c) La recurrente cuestiona, por irrazonable, la valoración efectuada del modo en que la Administración practicara la liquidación del anticipo en el caso de autos, informado antes del dictado de la sentencia y oportunamente notificado al actor,  en tanto consideró el a quo que no se había realizado sobre base cierta, postulándose su incompatibilidad con lo dispuesto por el artículo 9 inc. “b”, ap. 1°, párr. 14, de la ley de Coparticipación de Impuestos.  

En función de lo normado por el artículo 38 del Código Fiscal, advierte que, aún cuando la Administración se valga de datos que no han sido aportados por el propio contribuyente, mientras ellos hayan sido indicados a tales efectos en las normas fiscales, no se modifica la condición de cierta de la base considerada para la determinación del impuesto. 

Agrega que la ley de Coparticipación no alude al procedimiento reglado por el artículo 103 del Código Fiscal de la Provincia, sino sólo a que los anticipos sean calculados sobre bases de datos ciertas, reales y con la utilización de razonables y relevantes parámetros de liquidación.  

Concluye, por ello, que es legítimo que el Código Fiscal permita la liquidación mediante la utilización de datos que la Administración posea, que reúnan la calidad de certeza suficiente en relación a la situación fiscal de cada contribuyente en particular, puntualizando que, en el presente caso, ARBA se basó en datos concretos y no en meras presunciones.

Explica así, en alusión al detalle de la liquidación acompañado a la causa, que la utilización de un coeficiente para el cálculo del anticipo no cambia la base empleada para realizar la operación, la que no deja por ello de ser cierta.

d) Cita, finalmente, el precedente emanado de la Cámara Contencioso Administrativa de San Nicolás en la causa “Pettovello” (sent. del 27-X-2009), en el que dicho Tribunal -por mayoría- se expidiera a favor de la constitucionalidad del sistema de liquidación de anticipos de oficio (ARBANET), en tanto con la modificación introducida por la Disposición Normativa Nº 62/09, han perdido virtualidad los reproches relativos a la ausencia de motivación por irrazonabilidad, desproporción y vulneración del derecho de propiedad (conf. lo expresado en el acápite VII del escrito de apelación).

III.- A la cuestión planteada, adelanto que propicio la estimación parcial del recurso en tratamiento. Varios órdenes de razones me llevan a proponer esa solución.   

1.- Como dato preliminar, y ante la falta de impugnación de la sentencia por la parte actora, cabe precisar que la cuestión que llega a esta instancia de alzada se circunscribe a la revisión de los agravios formulados por la Fiscalía de Estado, en tanto se cuestiona la interpretación que efectúa el magistrado de grado respecto de la aplicación que realizara la autoridad administrativa de la normativa involucrada en el caso -Resolución Normativa Nº 111/08 y su modificatoria-, cuya falta de precisión e incertidumbres que pudieran plantearse ha considerado el a quo que no implican per se su inconstitucionalidad, toda vez que dicha omisión reglamentaria puede ser subsanada al momento del dictado del acto determinativo del anticipo (conf. lo consignado en el considerando II del pronunciamiento apelado).

En efecto, el iudex no embate la mencionada reglamentación -aspecto que en el sub lite ha adquirido firmeza al no haber sido controvertido por la parte interesada-, sino el modo en que ella ha sido aplicada por la Agencia de recaudación, centrando el déficit que advierte, en el caso, en la actividad desplegada de oficio por la Administración, que coloca al contribuyente en un estado de indefensión con respecto a la fuente considerada a los fines de establecer los montos a ingresar en concepto de anticipo del Impuesto sobre los Ingresos Brutos que tributa el accionante.      

2.- Dicho lo cual, considero que la cuestión a dilucidar se encuadra en el criterio sentado por esta Alzada en oportunidad de abordar, aunque en instancia cautelar, el mismo conflicto sustancial que se presenta en el supuesto sub examine (conf. lo resuelto por mayoría en las causas Nº 9641, “Consejo Superior del Colegio de Abogados de la Prov. de Bs. As.”, res. del 1-X-09; Nº 9774,  “Rodamientos Salto SH”, res. del 10-XI-09; Nº 10.579, “Lorenzo”, res. del 10-VIII-10; Nº 10.912, “Colegio de Farmacéuticos de La Plata”, res. del 2-IX-10, y en el propio caso de autos, causa Nº 9446, “Martínez”, res. del 27-VIII-09, en los que se resolviera -en términos generales- que correspondía supeditar el cumplimiento del anticipo hasta tanto contara el contribuyente con una adecuada información acerca de su determinación).   

Pues bien, ponderadas las constancias de la causa, no encuentro razones que me permitan apartar de lo sostenido en tales precedentes, ni nuevas circunstancias que justifiquen otra valoración.

Sentado ello, observo no obstante que las referidas pautas liminares, por las que se considerara expresamente que el mecanismo de liquidación del anticipo del impuesto en cuestión no contempla la intervención previa del interesado, privándolo de ser oído, de ofrecer y de producir la prueba correspondiente y, en su caso, de desvirtuar los rubros que le son imputados (conf. Res. Normativa Nº 111/08), podrían perder relevancia -en ese sólo aspecto- frente a las modificaciones introducidas por la Resolución Normativa Nº 62/09, que contempla ahora un régimen opcional de adecuación de los anticipos mensuales -a vencer y hasta la fecha de su vencimiento- liquidados por la autoridad de aplicación tributaria, del cual pueden valerse los contribuyes a fin de recalcular su monto, si consideran que éste resulta inferior o superior al importe estimado de la obligación del período fiscal al que debe imputarse dicha suma (conf. arts. 9 y 21 a 26, Res. Normativa Nº 111/08, texto ordenado por Res. Normativa Nº 62/09).

Tal régimen, instrumentado como se dijo por la Resolución Normativa Nº 62/09 de fecha 31-VIII-09 (B.O. del 14-X-09), entró en vigor el 1° de septiembre de 2009, por así disponerlo su artículo 8°, sin que, por lo tanto, alcance al período comprendido en el presente caso (Anticipo 2009/1, con vencimiento el 18-II-09, v. fs. 6).

3.- En estas condiciones, delimitada la apertura de la jurisdicción en esta instancia del modo indicado, entiendo que resulta plenamente aplicable al sub júdice el criterio que adoptara esta Alzada -por mayoría- en torno al procedimiento en crisis y su implementación, por cuanto es susceptible de generar, en relación a los interesados, un estado de indefensión de tal envergadura, restándoles sólo la posibilidad de pagar y más tarde discutir si eventualmente pudieron o no tener razón, omitiendo el efectivo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa (art. 18, Const. Nac. y art. 15, Const. Prov.).

Se advierte, por lo demás, que dicho sistema de liquidación de anticipos a instancias de la Administración se basa en un mecanismo de cálculo sobre base presunta (conf. art. 5, Res. Normativa Nº 111/08, hoy precisado en sus términos por la sustitución efectuada por Res. Normativa Nº 62/09), sin poder conocer efectivamente la composición de la base tributaria y, de ese modo, argumentar defensas útiles para su ulterior impugnación (art. 18 Const. Nac.; y art. 15 Const. Pcial.).

Como puede observarse, tales lineamientos coinciden, en lo esencial, con el déficit apuntado por el juzgador en torno a la falta de conocimiento por el contribuyente de los parámetros empleados por la Administración para liquidar el referido anticipo, aspecto que justifica, con ese alcance, la confirmación del fallo impugnado, mas no así -como sostiene acertadamente la recurrente- las exigencias impuestas con fundamento en lo dispuesto por el Decreto-ley 7647/70 y la necesidad del dictado de un acto administrativo de determinación de oficio de cada anticipo mensual, extremo en el que corresponde estimar la impugnación.

En efecto, en la especie, el cuestionamiento se centra, no en la facultad de obrar de oficio de la autoridad de aplicación para establecer los anticipos mensuales del Impuesto sobre los Ingresos Brutos (conf. arts. 182 y 183, Cód. Fiscal, texto según ley 13.850), sino, antes bien, en el hecho de conjugarse dicha actividad con un proceder que coloca al contribuyente en estado de indefensión respecto de los elementos y demás información tomada en consideración para determinar la correspondiente liquidación (conf. art. 5°, Res. Normativa Nº 111/08).

En suma, en el presente caso, circunscripto el agravio a la nuda aplicación del sistema preceptivo de la Resolución Normativa Nº 111/08, es evidente que, aún en el marco de la potestad de oficio de la Administración en materia tributaria, debe procurarse un modo de que, frente a la disconformidad del contribuyente, éste sea impuesto de los antecedentes utilizados por la autoridad fiscal para establecer el monto del anticipo. Allí radica el alcance estimatorio de la pretensión, no obstante que, a tenor de lo actuado en el trámite de la causa, el actor ha tenido acceso, al menos, a la metodología de cálculo de la referida liquidación (conf. fs. 123/124).

En estas condiciones, trasladar los requisitos del acto administrativo no parecería adecuado ni suficiente, en todo caso, para conjurar la desinformación detectada en el puntual supuesto de autos.

4.- Por las razones expuestas, y dadas las particularidades antes señaladas, considero que corresponde hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por la Fiscalía de Estado, en cuanto impone el pronunciamiento las exigencias ya designadas y el dictado de un acto administrativo de determinación de cada anticipo mensual, y, por el contrario, confirmar la decisión impugnada en tanto dispone que los anticipos liquidados al actor a través del sistema ARBANET (conf. Res. Normativa Nº 111/08) contengan la totalidad de los datos y metodología utilizada para arribar al importe reclamado en dicho concepto (arts. 55, 56, 58, 59 y concs.,  CPCA). Con costas de la instancia en el orden causado (art. 51, CPCA). 

Así lo voto.-

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

Adhiero a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta conforme mi voto expuesto en la causa “Martinez” (CCALP nº9446, res. 27-8-09).

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


Discrepo con los votos que me preceden.


El propósito de demanda resulta inconciliable con la doctrina de este tribunal, expuesta en reiterados precedentes, en el sentido que el espacio de la acción declarativa no da lugar a impugnaciones de decisiones administrativas que se controvierten por parte interesada. 


Pues, si el objeto de la pretensión consiste en la observación de sus fundamentos de exposición, ese descontento de criterio excluye al estado de incertidumbre  con el que el sistema adjetivo define la singularidad declarativa (conf. fallos CCALP nº 414, CCALP n° 1161, CCALP nº 2334, CCALP nº 3679, CCALP nº 3984, CCALP nº  4072, CCALP nº  5978, CCALP nº 6670,  CCALP n° 7570, CCALP n° 7581, CCALP n° 7582, CCALP nº 8399, CCALP nº 8638, CCALP n° 9206, CCALP nº 9225, CCALP n° 9329, CCALP n° 9556, CCALP n° 10.168, CCALP n° 10.963 y CCALP n° 10.997). 

Surge de los términos de la acción entablada un intento por situarla en un campo que es impropio para ella (conf. art. 12 inc. 4 del CCA y 322 del CPCC).


Sus confines adjetivos se hallan acotados a una finalidad preventiva que se perfila en los presupuestos de acceso que aquellos precedentes han dejado establecidos.


Esa misma naturaleza resulta incompatible con un propósito dirigido a lograr un pronunciamiento de condena que modifique el sentido de una conducta sostenida en la exégesis que la parte actora ha cuestionado en su sede de origen, y  que la remitía, para su radicación en la jurisdicción, al curso de control previsto en el sistema procesal (conf. arts. 12 inc. 1, 14, 18, 19 y ccs. ley 12.008; t. seg. ley 13.101).


Disimula con ella un verdadero intento de revisor, afincado sobre el reproche de legalidad que le atribuye a las retenciones a cuenta del impuesto a los ingresos brutos practicadas por la autoridad fiscal en el marco de la Resolución  n° 1111/2008 (ARBA), sorteando las reglas de habilitación en las cuales se presupuesta esa labor de control y por una vía que rechaza el resultado de condena que, finalmente, revela el error de juzgamiento de la sentencia pronunciada.


El centro de objeción ha sido el alcance del ejercicio de la potestad tributaria de la comuna demandada, expuesto en el acto singular de aplicación a la actividad del demandante.


La situación así expuesta carece de toda incertidumbre. 


Tampoco reporta zonas ambiguas de exégesis. 


A contrario, es demostrativa de una inequívoca posición de enfrentamiento a partir de un criterio de invalidez que se mantiene sin variantes en sede judicial. 

Empero por una vía inadecuada.


Esa conducta de reproche no ofrece, en el marco de apreciación de la parte actora, espacio de vacilación o de perplejidad, relativos a la extensión y alcance que la autoridad de aplicación le haya podido conferir al marco legal de referencia (art. 4 ley 13.063).


Es su embate el que expone la polémica.


El ensayo de nulidad que sostiene la acción, en tanto halla rumbo en el quiebre de juridicidad para el procedimiento que ventila el juicio, no puede transitar por una acción preventiva de contorno declarativo, sino en otra de condena prevista en las variables del artículo 12 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101).


A ese espacio de controversia debe remitirse la discusión relativa al caso que suscitara la jurisdicción.


La polémica abierta no ofrece incertidumbre ni vaguedad, sino  un foco de ataque constituido por conductas administrativas reinantes al tiempo de promovida la acción.


Ello así, la sentencia pronunciada expone error de juzgamiento, pues sin reparar en los confines de la pretensión articulada ha avanzado sobre una cuestión de fondo que ésta nunca puede habilitar.


Queda desvirtuado por ese mismo derrotero el aserto inicial dirigido a informar a la elegida como única posible, afirmación ésta expuesta por la actora como una de las condiciones de habilitación de la pretensión declarativa, pues lo cierto es que no sólo luce errónea la consigna frente al perfil del caso suscitado, sino también ante la presencia de la variable de acción regulada con toda precisión por el sistema de rito (art. 12 inc. 1 y ccs. ley 12.008; t. seg. ley 13.101).


Así, la decisión adoptada, que de manera inequívoca se asienta en la prédica de ilegitimidad para la conducta administrativa, con base en el reproche de sufragio de las exigencias del debido proceso adjetivo en el trámite de determinación de anticipos, se muestra en exceso a los confines de la pretensión declarativa de certeza.


Corresponde pues su revocación.
Por todo ello expreso mi respuesta por la afirmativa a la cuestión planteada.

Y, propongo:


Hacer lugar al recurso de apelación de la parte demandada, revocar la sentencia apelada en todo cuanto ha sido materia de sus agravios y rechazar la pretensión declarativa promovida (conf. arts. 166 CPBA, 12 inc. 4, 50 inc. 5, 55, 56, 58, 59 y ccs. del CCA y 322 del CPCC).

Costas de la instancia en el orden causado (conf. art. 51 del CCA).


Así lo voto.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos de la mayorìa expuestos en el Acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la demandada, en cuanto al agravio relativo a las exigencias ya designadas que impone el pronunciamiento de grado y el dictado de un acto administrativo de determinación de cada anticipo mensual y se rechaza parcialmente la impugnación y se confirma la sentencia de grado en tanto dispone que los anticipos liquidados al actor a través del sistema ARBANET (conf. Res. Normativa Nº 111/08) contengan la totalidad de los datos y metodología utilizada para arribar al importe reclamado en dicho concepto (arts. 55, 56, 58, 59 y concs., CPCA).

Costas de la instancia por su orden (art. 51, ley 12008 –t.o.ley 13.101-).

Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51 del decreto ley 8904/77.

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.


Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  544 (S).

